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Temas:                          
 INASISTENCIA ALIMENTARIA. [C]ontrario a lo insinuado por la señora Fiscal en su escrito de apelación, en ningún momento la Administración de Justicia está desconociendo la obligación alimentaria que el aquí procesado tiene para con su prole y mucho menos se está insinuando que debe ser la señora MARÍA YESENIA SEPÚLVEDA ARREDONDO quien deba asumir toda la responsabilidad económica en cuento a la manutención de adolescente J.P.O.S., pues lo que se pretende es que por el contrario el procesado vea esto como la oportunidad de ponerse al día con los dineros que le adeuda a su hijo, pues en ningún momento se está extinguiendo dicha obligación, y que advierta que de continuar incumpliendo con su responsabilidad alimentaria de una manera reiterada e injustificada, podrá verse incurso en un delito que le acarrearía una pena de prisión con lo cual también terminaría viéndose afectado su otro descendiente. En consonancia con lo anterior, se dirá que no está llamado a prosperar el reproche formulado por la recurrente frente al supuesto incumplimiento injustificado del deber que le asiste al señor DAOA de responder alimentariamente por su hijo “J.P.O.A.” por lo que a esta Colegiatura no le queda otra opción diferente que la de confirmar la sentencia opugnada en virtud de la cual resultó absuelto de responsabilidad criminal el enunciado procesado, quien había sido llamado a juicio por el delito de Inasistencia Alimentaria.
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Procesado: DAOA 
Delito: Inasistencia Alimentaria
Radicación # 66001-6000-037-2012-00252-01
Procede: Juzgado Primero Penal Municipal Conocimiento de Pereira 
Asunto: Resuelve recurso de apelación interpuesto por la Fiscalía en contra de sentencia absolutoria.

Decisión: Confirma fallo confutado

V I S T O S:

Procede la Colegiatura a resolver el recurso de apelación interpuesto por la Fiscalía en contra de la sentencia adiada el 23 de mayo de 2017, proferida por el Juzgado Primero Penal Municipal con Funciones de Conocimiento de Pereira, mediante la cual se absolvió al señor DAOA de los cargos endilgados en su contra relacionados con la comisión del delito de Inasistencia Alimentaria.
A N T E C E D E N T E S:

De acuerdo a lo plasmado en el escrito de acusación, se tiene que la señora MARÍA YESENÍA SEPÚLVEDA ARREDONDO interpuso denuncia penal en contra del señor DAOA, padre de su menor hijo J.P.O.S. quien en la actualidad tiene 16 años de edad, toda vez que este desde el mes de julio de 2011, y el 25 de julio de 2014, fecha en que se le imputaron los cargos, incumplió sus obligaciones alimentarias para con su hijo, ello a pesar de mediar una resolución de fijación de cuota alimentaria que fuera expedida por parte de la Comisaría de Familia de Dosquebradas. 
L A   A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L:
1) Una vez instaurada la querella, fue agotada la fase de conciliación preprocesal ante las Fiscalías 42 y 33 locales, en los días 16 de abril y 11 de mayo de 2012 respectivamente, sin que se llegara a ningún acuerdo, por ende se declaró fracasada la etapa conciliatoria.
2) En audiencia preliminar llevada a cabo el 25 de julio del 2014, al entonces indiciado DAOA le fueron imputados cargos por incurrir en la presunta comisión del delito de Inasistencia Alimentaria, los cuales no fueron aceptados por el procesado.
3) La Fiscalía 33 Local, presentó escrito de acusación el 16 de octubre de 2014 en contra de DAOA, correspondiéndole su conocimiento al Juzgado Primero Penal Municipal con Funciones de Conocimiento de Pereira. Posteriormente, el 5 de marzo de 2015, instaló la audiencia de formulación de acusación y en ella se reiteraron los cargos de la imputación, igualmente se anunciaron los elementos materiales probatorios que se pretendían hacer valer en el juicio oral. Después de varios aplazamientos imputables a las partes, se realizó la audiencia preparatoria el día 21 de octubre del 2017.
4)  La audiencia de juicio oral se inició el 22 de marzo de 2017 y se culminó el 23 de mayo de ese mismo año, una vez agotada la fase probatoria y escuchado los alegatos de las partes, fue dictada la sentencia de carácter absolutorio, en contra de lo decidido la Fiscalía interpuso recurso de apelación, el cual fue sustentando de manera escrita.  
L  A    S  E  N  T  E  N  C  I  A    I  M P U G N A D A:

El proveído judicial objeto del recurso de apelación, es la sentencia adiada el 23 de mayo de 2017 proferida por la Juez Primera Penal Municipal con Funciones de Conocimiento local, en virtud de la cual se determinó que en el caso de la Fiscalía seguido en contra del señor DAOA, no existían elementos materiales probatorios suficientes para hallarlo penalmente responsable de la comisión del delito de inasistencia alimentaria, del cual funge como víctima su hijo, el adolescente J.P.O.S., representado legalmente en este asunto por su madre la señora MARÍA YESENIA SEPÚLVEDA ARREDONDO, motivo por el cual se culminó la actividad con la lectura de la sentencia absolutoria a favor del procesado. 

Para proferir la antes enunciada sentencia, la Jueza A quo llevó  a cabo un análisis del acervo probatorio, en especial de lo testificado por las señoras MARÍA YESENIA SEPÚLVEDA ARREDONDO y LUZ AMPARO ARREDONDO ORTIZ, y por el procesado DAOA, para así poder concluir que en el proceso no estaba plenamente acreditado que el acusado de manera injustificada se haya sustraído de su obligación alimentaria.

Aunado a lo anterior, señaló la A quo que dentro de este asunto quedó suficientemente claro que el señor DAOA no ha tenido un empleo estable, que se ha desempeñado como tapicero, conductor de busetas, lavador de carros, entre otros. Que hasta el mes de julio de 2011 cumplió con sus obligaciones alimentarias para con su hijo y que de lo adeudado a la madre de este por el periodo comprendido entre esa fecha y el mes de julio de 2014, ha cancelado $1.400.000, que además él solicitó se aplazará la audiencia de juicio oral para terminar de pagar lo adeudado, pero la querellante se negó a tal cosa. Situaciones que son coherentes con lo dicho por el procesado en su testimonio, donde afirmó que dejó de cumplir con sus obligaciones alimentarias porque no tenía empleo fijo y esa situación le ha llevado no solo a no poder darle a su hijo J.P. lo necesario sino también a tener que irse a vivir a la casa de su madre con su esposa y con su otro hijo menor, toda vez que no tenía tampoco para prodigar lo necesario para su hogar. 
Además de lo ya dicho, señaló la falladora que el testimonio rendido por la señora LUZ AMPARO ARREDONDO ORTIZ abuela del menor J.P.O.S. da cuenta de que efectivamente es su hija, la señora YESENIA, quien se ha encargado de la manutención del menor, sin embargo, también dejó claro que el señor DAOA ha cumplido de forma parcial con su obligación y que en múltiples ocasiones ella le recibió los dineros pues estaba autorizada para hacerlo, y que su nieto también recibía dinero de su padre cuando lo visitaba, pues el menor se lo contó. Tales situaciones llevaron a la A quo a concluir que, contrario a lo dicho por la querellante, su hijo y su padre sí tienen una relación afectiva padre-hijo y por tales motivos el adolecente pasa tiempo con la familia paterna. 
En ese orden de cosas, consideró la Jueza de primer nivel que dentro del presente asunto la Fiscalía no demostró que el incumplimiento de las obligaciones alimentarias por parte del procesado se hubiese dado de manera injustificada, pues no arrimó al expediente prueba alguna que dé cuenta de que él efectivamente tuviera un empleo estable para el periodo comprendido entre julio de 2011 y julio de 2014, y que por tanto si no pagó las cuotas alimentarias no lo fue por desidia; pero contrario a ello, hasta la misma demandante reconoció que el señor DAOA siempre ha laborado informalmente. Tampoco probó el Ente Acusador que el procesado tuviera algún bien de valor, mientras que la Defensa si logró dejar claro lo contrario al punto de que se dijo en la diligencia que él vive en la casa de la mamá en compañía de su esposa y de su otro menor hijo. 
En cuanto a la presunción contemplada en el artículo 129 del Código de Infancia y la Adolescencia, resaltó lo dicho por la Corte Constitucional en la sentencia C-055 de 2010, respecto a que la operancia de la misma está supeditada a la demostración de que por lo menos el alimentante posee un trabajo o desarrolla una labor que produzca recursos económicos. Lo que se insiste, en este caso no se hizo. 
En ese orden de cosas, consideró la A quo que dentro del presente asunto no se cumplen los requisitos necesarios para edificar una sentencia condenatoria, puesto que por lo allegado al proceso, no se logró demostrar que el señor DAOA hubiese incumplido de manera injustificada su deber de brindarle alimentos a su hijo J.P., y que se haya desentendido de su responsabilidad como padre, sino que se vieron causales de justificación de tal situación y que a pesar de ello, él y su hijo, quien lastimosamente no fue traído a declarar, mantienen una relación afectiva sólida y constante. 

L  A    A  L  Z  A  D  A:
Inconforme con la decisión, la Fiscalía interpuso recurso de apelación, para ello manifestó que si bien es cierto no se logró demostrar que actividad laboral desempeña el denunciado en la actualidad, si se dejó claro que él para la época del incumplimiento desarrollaba oficios varios, lo que hace evidente que no se pudiera establecer claramente cuánto devengaba; pero a pesar de ello, sí estaba claro que el señor DAOA en una diligencia de conciliación se había comprometido a dar una cuota mensual de $111.540, lo que cumplió hasta el mes de julio de 2011, dejando de hacerlo hasta el 25 de julio de 2015 fecha de la imputación (sic), lo que deja claro que le adeudaba al menor 36 cuotas por un valor de $8.269.000, que fueron las que originaron el trámite del presente proceso, de los cuales, es cierto, el procesado ha cancelado $1.500.000. 
Dice la apelante que se equivocó la señora Jueza de primer nivel al dar por ciertos todos los dichos del procesado en su declaración, puesto que en ningún momento se presentaron otras pruebas que dieran sustento a sus versiones de que no cumplió con sus obligaciones porque no tenía empleo, como tampoco de que él en la actualidad y desde hace algunos años, está viviendo con su esposa e hijo en la casa de su hermano, la cual le ha ayudado a construir como contraprestación al techo brindado.
De allí que la Fiscalía considere que lo decidido por la A quo lo que hace es absolver de toda responsabilidad al procesado y decir que solo la señora YESENIA es quien debe asumir la parte económica del hijo que tienen en común, porque ella sí posee un trabajo estable con unos ingresos mensuales cuantificables. 

Por otra parte, insiste la representante del Ente Acusador, en que se debe tener en cuenta la presunción legal del artículo 129 de la Ley de Infancia y Adolescencia, para establecer que el procesado, teniendo en cuenta su patrimonio, posición social, costumbres y todo aquello que sirva para establecer su capacidad económica, cosa que acá no se hizo.

Finalmente, dice que la falladora hizo una serie de valoraciones subjetivas y que emitió un fallo absolutorio porque el proceso está a punto de prescribir por causas no imputables a la Fiscalía, entonces, le era más fácil absolver que condenar. Por esas razones, solicita que se revoque el fallo de primer nivel y en su lugar se emita una sentencia condenatoria recordando que por esta conducta no se puede conceder beneficio escarcelatorio alguno. 
L A  R E P L I C A

La defensora del señor DAOA una vez conoció de la apelación y en calidad de no recurrente presentó escrito señalando que uno de los elementos necesarios para que exista el tipo penal de inasistencia alimentaria es que el obligado a proveerlos se sustraiga injustificadamente de brindar los mismos, lo que no se da en el presente asunto, en donde el procesado incumplió con su obligación solamente en un lapso de tiempo y se ha dejado claro que ello se ha dado como consecuencia de que no ha tenido un empleo estable en ese tiempo, muestra de ello es que cuando ha estado trabajando la cuota se le ha descontado directamente del salario. Aunado a ello, indica que su prohijado a parte del hijo que tiene con la señora Sepúlveda tiene otro hijo de tres años con su esposa y debe velar por ellos, lo que le ha implicado que en ocasiones, cuando el dinero que gana con las diferentes labores de carácter informal que realiza no le alcanza, se retrase en darle a su hijo J.P.O.S. lo pactado con su madre, pero a pesar de ello en ningún momento se ha desentendido de él y por el contrario, y a pesar de que la denunciante no le permite visitarlo, ellos dos tienen una buena relación padre-hijo, y él en su calidad de progenitor se ha preocupado por ser un buen ejemplo para el menor y de estar pendiente de todos los aspectos de su vida, eso a pesar de que nunca convivió con la señora Yesenia y que hace muchos años, incluso antes de la denuncia penal, han tenido una pésima y nefasta relación. 
En atención a lo anterior, solicita que sea confirmada la decisión de la Juez de primera instancia, por cuanto en el presente asunto no se cumplen todos los requisitos del tipo penal de inasistencia alimentaria.  
P A R A   R E S O L V E R   S E   C O N S I D E R A:

Competencia:

La Sala, acorde con lo establecido en el numeral 1º del artículo 34 C.P.P. y el articulo 176 ibídem, es competente para asumir el conocimiento del presente asunto, en atención a que estamos en presencia de un recurso de apelación interpuesto y sustentado de manera oportuna en contra de una sentencia de primera instancia.
Así mismo no se avizora irregularidad o mácula alguna que pueda viciar de nulidad la actuación procesal.
Problema jurídico:

Del contenido de los argumentos expuestos por la recurrente, en la sustentación del recurso de apelación, a juicio de la Sala, se desprende el siguiente problema jurídico:
¿El acervo probatorio habido en el proceso cumplía a cabalidad con los requisitos exigidos por el artículo 381 del C.P.P para proferir una sentencia condenatoria en contra del procesado DAOA por incurrir  en la presunta comisión del delito de Insistencia Alimentaria?
Solución:
Para resolver el problema jurídico aquí propuesto se debe tener en cuenta que la tesis de discrepancia propuesta por la Fiscalía radica en que a su juicio en el presente asunto está probado que el señor DAOA se ha sustraído injustificadamente de cumplir en debida forma la obligación alimentaria que tiene con su menor hijo J.P.O.S., pues a pesar de no haber tenido un empleo fijo, si ha realizado en los últimos años distintos empleos informales como ayudante de construcción, lavador de carros, conductor de buseta, entre otros, lo que no justifica que entre julio del año 2011 y la fecha de imputación del reato haya evadido su responsabilidad alimentaria. 
De acuerdo a lo anterior, es necesario señalar que en el presente asunto quedó probado lo siguiente: 

· El adolescente J.P.O.S. es hijo del señor DAOA y de la señora MARÍA YESENIA SEPÚLVEDA ARREDONDO, y en la actualidad cuenta con 17 años de edad.

· Desde el año 2009, la señora SEPÚLVEDA ARREDONDO ha desplegado distintas acciones judiciales a fin de hacer que el padre de su hijo responda económicamente por este, logrando de esa manera que mediante conciliación realizada el 7 de septiembre de ese año se fijara una cuota  alimentaría de $111.540 mensuales. 

· El procesado a partir del mes de julio de 2011 y hasta el mes de julio del año 2014, fecha en que se le imputaron cargos por parte de la Fiscalía General de la Nación por el presunto delito de inasistencia alimentaria, incumplió con su deber de brindar alimentos a su menor hijo, adquiriendo de esa manera una deuda da aproximadamente $8.269.000.
· A pesar de lo anterior, y en razón del proceso en su contra, el señor DAO continuó brindando alimentos a su menor hijo y ha tratado de pagar lo adeudado, entregando hasta el momento del fallo de primera instancia la suma de $1.500.000. 

· El enjuiciado no tiene un empleo fijo, trabaja en oficios varios. Vive arrimado en la casa de su madre con su esposa y otro hijo menor, por quienes también debe velar, pero a pesar de todo esas circunstancias tiene una buena relación padre-hijo con su hijo J.P. 
· Se demostró que el señor DAOA no posee ningún bien de fortuna mueble o inmueble, ni se encuentra registrado como comerciante o cosa parecida en la Cámara de Comercio.  

Ahora bien, en cuanto al asunto aquí analizado es necesario decir que la descripción que el articulo 233 del C.P. requiere para la adecuación típica del delito de inasistencia alimentaria, que quien incumpla o se sustraiga de sus obligaciones de suministrar alimentos lo haga “sin justa causa”, consagrándose de esa forma un ingrediente normativo que califica la conducta. 
A fin de ofrecer mayor claridad sobre lo antes expuesto, consideramos de utilidad traer a colación lo que ha dicho la Corte sobre la naturaleza jurídica del delito en comento: 

“En el artículo 233 del Código Penal el legislador contempló una sanción para quien se sustraiga sin justa causa de la prestación alimentaria debida a sus ascendientes, descendientes, adoptante o adoptivo y el cónyuge. La conducta allí descrita es de peligro, toda vez que no se requiere una efectiva causación de daño al bien jurídico protegido -la familia-, sino simplemente de la probabilidad de un daño para el mismo. Basta con que exista sustracción del civilmente obligado, que ella sea injustificada y, adicionalmente, que aquél conozca la realidad del deber y decida incumplirlo. Se castiga a quien falta al compromiso nacido del vínculo de parentesco o de matrimonio, y en esa medida pone en peligro la tutela a la familia y la subsistencia del beneficiario.

Así las cosas, en el evento de demostrarse que el sujeto ha cumplido con su obligación, no se configura la conducta delictiva. Si se comprueba que aun de haberla inobservado existe justa causa para ello, la conducta devendría atípica.

En ese orden de ideas, al juez penal le compete verificar si emerge el deber de dar alimentos, si el obligado a ellos en efecto incumplió y si no converge causal de justificación. De manera que si en un juicio de alimentos, de divorcio o de nulidad de matrimonio se comprueba sin ambages que el obligado cumplió con su compromiso, la jurisdicción penal, en principio, no puede desconocer esa declaración hecha, en cuanto el asunto ya fue debatido y resuelto con rango de cosa juzgada…..”
.

En consonancia con lo anterior, desde pretérita oportunidad la Máxima Guardiana Constitucional determinó en la sentencia C-919-01 para que se configure el delito de inasistencia alimentaria se deben reunir tres requisitos fundamentales:

1. Estado de necesidad del alimentario.

2. Capacidad económica del alimentante.

3. Vínculo jurídico de causalidad: relación familiar y otras que autorice la ley y que su naturaleza lo permita.
Las anteriores consideraciones fueron reiteradas por la Corte Constitucional en la sentencia C-029/09, donde dijo: 
“El derecho de alimentos es aquél que le asiste a una persona para reclamar de quien está obligado legalmente a darlos, lo necesario para su subsistencia, cuando no está en capacidad de procurársela por sus propios medios. La obligación alimentaria se radica por la ley en cabeza de una persona que debe sacrificar parte de su propiedad con el fin de garantizar la supervivencia y desarrollo del acreedor de los alimentos, y tiene su sustento en el deber de solidaridad que une a los miembros más cercanos de una familia. Así, la obligación alimentaria se establece sobre tres condiciones fundamentales: i) la necesidad del beneficiario; ii) la capacidad del obligado para brindar la asistencia prevista en la ley, sin que ello implique el sacrificio de su propia existencia y, iii) el especial deber de solidaridad que existe entre uno y otro en atención a sus circunstancias recíprocas” (Negrillas fuera de texto)
De acuerdo a todo lo dicho hasta el momento, está claro que dos puntos resultan fundamentales al momento de establecer la responsabilidad penal de un ciudadano dentro del delito de inasistencia alimentaria, y esto es, que el incumplimiento de la obligación se dé sin una justa causa y la capacidad del obligado para brindar la asistencia alimentaria en la medida y cantidad que se le exige, sin sacrificar con ello su propia mínima existencia. 
Siendo así las cosas, el delito de inasistencia alimentaria se caracteriza por tipificar una conducta omisiva de carácter permanente relacionado con el injustificado incumplimiento del deber legal que le asiste a una persona de suministrar alimentos hacia aquellas personas con las cuales está obligado, lo cual quiere decir que la ejecución de dicha conducta negativa se prolonga durante todo el tiempo en el que el sujeto agente siga aferrado al comportamiento omisivo, por lo que la consumación de tal actuar punible solo se vendría a materializar desde el momento en el que el sujeto agente asuma el cumplimiento de los deberes a los cuales estaba obligado, es decir, con el acatamiento del deber legal de suministrarle alimentos a las personas a las cuales estaba obligado por ministerio de Ley y tratándose de los derechos fundamentales del menor.
A la luz de lo que antecede y teniendo en cuenta los reproches realizados por la Fiscalía respecto de la decisión de la Jueza de primer nivel de absolver al señor DAOA, encuentra la Sala que si bien es cierto en principio se puede entender que el procesado se ha sustraído a sus deberes alimentarios, también lo es que sus incumplimientos no han sido totales ni permanentes ni aviesos porque, según lo admitieron la denunciante y su progenitora y lo demostró la defensa en el juicio oral, él le adeuda a su menor hijo solo un periodo, por lo demás ha cumplido su obligación y respecto a ese tiempo ha venido haciendo abonos para saldar la misma, contribuyendo periódicamente económicamente para cubrir algunas de las necesidades de su hijo.
En este punto, resulta importante recordar, como ya se dijo en párrafos anteriores, que para la adecuación típica del delito de inasistencia alimentaria, no solo basta el incumplimiento de las obligaciones del sujeto agente de suministrar alimento, sino que ese incumplimiento debe ser injustificado, por lo que es claro que en aquellos eventos en los cuales existan razones de hecho como de derecho que justifiquen dicho comportamiento omisivo, es obvio que el mismo no puede ser catalogado como delictivo por ausencia de uno de los elementos que estructuran la tipicidad del reato de marras.  
Al aplicar todo lo anterior al caso en estudio, se tiene, con base en el acervo probatorio allegado por el Ente Acusador, que en momento alguno pudo demostrar que los incumplimientos al pago de las cuotas alimentarias por parte del procesado no sean justificados, y por el contrario, del acervo probatorio aducido al juicio se desprende todo lo contrario, o sea que existen plausibles razones que justifican el comportamiento omisivo del acusado, pues recuérdese que los tres declarantes que acudieron al juicio oral fueron contestes al señalar que el señor DAO no tiene empleo fijo, que trabaja en oficios varios, que vive del rebusque y que del dinero que obtiene en las distintas labores que realiza debe contribuir para el sostenimiento de su núcleo familiar conformado por su compañera permanente y el bebé que con esta tiene. Igualmente se estableció que él sí ha contribuido económicamente para el sostenimiento de su hijo J.P. aunque le deba el dinero de ese periodo por el cual fue denunciado por la madre de aquel, pero que tal deuda se debe a razones no imputables al procesado: la carencia de oportunidades laborales.  

Lo antes expuesto nos estaría indicando que existen plausibles razones que justifican por qué el Procesado ha sido moroso en el cumplimiento de sus obligaciones alimentarias para con su menor hijo, V.gr. lo periódico e inestable de su actividad laboral como tapicero, ayudante de construcción, conductor de transporte público, entre otros, lo cual no quiere decir que se haya sustraído aviesamente y de manera sistemática y reiterada de las misma, como de manera errada lo ha querido hacer parecer la Fiscalía, ya que a pesar de la demora en satisfacer con las obligaciones alimentarías que le corresponden, el señor DAOA en diferentes períodos ha saldado, y viene saldando en la medida de sus posibilidades, el monto que le adeudaba a la denunciante, tanto es así que le ha hecho entrega a la señora MARÍA YESENIA SEPÚLVEDA ARREDONDO de $1.500.000, y le ofreció darle el adelanto de $2.000.000 que le iban a entregar por la obra en la que en la actualidad se encuentra laborando, lo que si bien no alcanza a cubrir el total de lo adeudado sí da muestra de que es su deseo cancelarle a la señora MARÍA YESENIA lo que ella le está cobrando. 
Por lo tanto, para la Sala tales pruebas, contrario a lo reclamado por la apelante, conspirarían de manera negativa con la acreditación de la tipicidad del delito recriminado en contra del acusado, por lo que en su contra no se cumplirían con los requisitos exigidos por los artículos 7º y 381 C.P.P. para poder dictar un fallo de condena.
Aunado a lo anterior, no puede dejar de lado la Sala que en este asunto también quedó claro que el adolescente J.P.O.S. y su padre tienen una buena relación en términos afectivos y parentales, que si bien este no le ha prodigado todo lo necesario económicamente, sí ha sido participe de su vida y de su desarrollo y crecimiento, lo que también hace parte de desempeñar su rol como padre. Además de ello, tampoco se puede dejar de lado el hecho de que el señor DAO tiene otro hijo también menor de tres años de edad con quien convive y al cual también le debe prodigar alimentos, entonces emitir una sentencia de carácter condenatorio implicaría que el procesado no solo no podría pagar la deuda que actualmente tiene con su hijo J.P., sino que además dejaría de prodigar alimentos a su otro descendiente. 
Con lo anterior, y contrario a lo insinuado por la señora Fiscal en su escrito de apelación, en ningún momento la Administración de Justicia está desconociendo la obligación alimentaria que el aquí procesado tiene para con su prole y mucho menos se está insinuando que debe ser la señora MARÍA YESENIA SEPÚLVEDA ARREDONDO quien deba asumir toda la responsabilidad económica en cuento a la manutención de adolescente J.P.O.S., pues lo que se pretende es que por el contrario el procesado vea esto como la oportunidad de ponerse al día con los dineros que le adeuda a su hijo, pues en ningún momento se está extinguiendo dicha obligación, y que advierta que de continuar incumpliendo con su responsabilidad alimentaria de una manera reiterada e injustificada, podrá verse incurso en un delito que le acarrearía una pena de prisión con lo cual también terminaría viéndose afectado su otro descendiente.   
En consonancia con lo anterior, se dirá que no está llamado a prosperar el reproche formulado por la recurrente frente al supuesto incumplimiento injustificado del deber que le asiste al señor DAOA de responder alimentariamente por su hijo “J.P.O.A.” por lo que a esta Colegiatura no le queda otra opción diferente que la de confirmar la sentencia opugnada en virtud de la cual resultó absuelto de responsabilidad criminal el enunciado procesado, quien había sido llamado a juicio por el delito de Inasistencia Alimentaria.
En mérito de todo lo antes lo expuesto, la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo proferido el día 23 de mayo de 2017 por parte del Juzgado Primero Penal  Municipal de con Funciones de Conocimiento de Pereira, en el cual se resuelve absolver de la responsabilidad penal endilgada en contra del señor DAOA en el proceso que se adelantaba por el delito de Inasistencia Alimentaria.
SEGUNDO: DECLARAR que contra de la presente decisión procede el recurso extraordinario de casación, el cual deberá ser interpuesto y sustentando dentro de las oportunidades de Ley.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SÁNZ

Magistrado
� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Sentencia de febrero (13) de febrero de 2008. Rad. # 25649. M. P. AUGUSTO J. IBÁÑEZ GUZMÁN. (Negrillas fuera del texto).
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